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1. 	 El entusiasmo historiográ­
fico por la revolución en 
marcha 

Se ha convertido en una especie de lugar co­
mún en la historiografía colombiana, el referirse 
a la importancia que para el desarrollo del país 
conllevó la República liberal (1930-1946) y de 
modo especial, el período conocido como La Re­
volución en Marcha, de Alfonso López Pumare­
jo (1934-1938). En fonna relativamente profusa 
se ha destacado y se continúa reiterando la gran 
significación que tuvo aquella fase histórica para 
la modernización del Estado y de la Sociedad 
Colombiana. 

En particular, sobre el primer gobierno de Ló­
pez Pumarejo, como 10 observa Alvaro Tirado 
Mejía, se ha dado un consenso no muy frecuente 
en la historia de Colombia: "la apreciación que se 
tiene sobre el período es profundamente positiva, 
comn que durante él el país se modernizó, adecuó 
los mecanismos estatales a los nuevos tiempos y 
se vivió un contexto progresista"' . 

Ciertamente parececomo si el entusiasmoque 
la Revolución en Marcha suscitara en los espíritus 
progresistas del momento y en las masas popula­
res se prolongase en las visiones históricas sobre 
el periodo: el historiador se siente atraído por la 
descollante figura de López Pumarejo, por la no­
vedad y lucidez de su pensamiento y la fuerza de 
sus actos, por su gobierno progresista y el apoyo 
de masas que generó, por las reformas que intro­
dujo y el enconado debate ideológ~co que las 
acompaftó, con el ingrediente de una oposición 
que las atacó con vehemencia, y en fin, por la 
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promoción política de las clases populares que 
veían en la Revolución en Marcha una opor­
tunidad histórica. 

Se trata de un períodocuyaestimaci6n histórica 
ha crecido con el tiempo. Inclusive. algunos de 
quienes en su momento se opusieron a la Revolu­
ción en Marcha, pasada la conmoción y disipados 
los últimos temores, comenzarían a comprender 
la significaci6n del período reformista y a acep­
tarlo. Por su parte, en la historiografía liberal, sin 
que cause sorpresa, las imágenes de López y de la 
Revolución en Marcha Se han elevado en algunos 
casos hasta el punto incluso de situarlos en unas 
dimensiones no del todo exentas de mitificación 
o de sobrevaloraci6n histórica. Esta inclinación a 
la sobrevaloración, desde el punto de vista de la 
ideología política, no resulta extraí\a: en este 
sentido, la ideología tiende a idealizar y mitificar 
el pasado, y a derivar de esta reelaboración del 
pasado nutrientes y títulos de legitimidad histórica 
que sustentan en buena parte la práctica política 
del presente y su proyección al futur02. 

El estilo de gobierno, las ideas que se agitaron, 
los proyectos progresistas que se buscaban, la 
movilización de las masas, las esperanzas que 
surgieron y los logros alcanzados, todo ello de­
jaba una huella que se percibe como una adquisi­
ción histórica que ingresa en la memoria inci­
tando positivamente la mirada del historiador. De 
este modo, el recuerdo de ese pasado reciente 
traduce al mismo tiempo un logro y un amigo 
históricos que de alguna manera continúan ali­
mentando en términos ideológicos expectativas 
del presente. Esto parece claro, por ejemplo, si se 
enfoca desde el punto de vista de las funciones de 
la política y de los partidos en la construcción del 
país. En la larga duración que presentan los partí­
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dos tradicionales en Colombia, el rescate de las 
permanencias así como de los logros y cambios se 
efectúa en orden a producir una legitimidad 
histórica articulada siempre a las tareas del pre­
sente. En este sentido, el panido político elabora 
la historia que necesita, reconstruye el pasado 
según las exigencias del proyecto presen te. Desde 
esta óptica, resulta entonces obvio que se rescate 
y se subraye lo que se considera el aporte valio­
so, por ejemplo, de las ideas propugnadas por la 
Revolución en Marcha, y de la función cumplida 
por ésta respecto de la modernización del país. 
Empero, como atrás lo sugeríamos, este proceder 
historiográfico se halla acechado por el riesgo de 
caer fácilmente, por lo menos en algunos casos, 
en el sesgo apologético () en la mitificación 
histórica. 

Ahora bien, entre los muchos aspectos que 
han sido destacados de la Revolución en Marcha, 
se subraya de manera especial el que se refiere a 
la creación del Estado Intervencionista ysu efica­
cia en cuanto a la promoción del desarrollo 
económico durante el período liberal. Abordar la 
Revolución en Marcha, a partir de la revisión del 
aspecto anteriormente señalado, es el propósito 
del presente artículo. 

2. 	 Una Imagen de la 
Revolución en Marcha 

Ha sido corriente considerar la Revolución en 
Marcha como el proceso insta uraclor de la mocler­
nización capitalista de la sociedad y del Estado 
colombiano. Este proceso fue posible, se afirma, 
porque con López accedió al control del Estado la 
burguesía industrial, con su proyecto nacional de 
industrialización basado en la sustitución de im­
portaciones, el cual constituyó el planteamiento 
estratégico de la Revolución en Marcha. De este 
modo, se pusieron en escena los intentos de revo­
lución industriaP, de Revolución democrática­
burguesa4

, lo que implicaba la transformación 
radical del viejo país terrateniente y señorial, en el 
cual se encontraban rezagos semifeudalese inclu­
sive coloniales. Este orden, al cual correspondía 
un "Estado agrario", controlado principalmente 
por los terratenientes5 y de modo general no 
propiamente intervencionista, había entrado en 
crisis en los aflos veinte, por lo cual se hacía nece­
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saria su tmnsf ormación para dar paso a la República 
burguesa con su divisa puesta en la industrializa­
ción. Para algunos autores, en términos estructu­
rales, se trataba del tránsito de un modelo de desa­
rrollo "hacia afuera", basado en la agroexporta­
ción y el mercado mundial, hacia un modelo de 
desarrollo "hacia adentro" , basado en la industria­
lización y el mercado interior. De este modo, el 
cambio político que se produjo en 1930, corres­
pondería, en su significación estructural, a la tran­
sición entre aquellos dos modelos: de la República 
conservadora, agroexportadora, a la República 
liberal, industrializadora. La realización del obje­

. tivo industrializador suponía la modernización de 
las instituciones, el establecimiento de un Estado 
intervencionista incentivador del desarrollo in­
dustrial6

, la adecuación del sector agrario a este 
desarrollo, la reglamentación de las relaciones 
entre el capital y el trabajo, en fin, la concepción 
de una nueva poI ítica que adelantara las reformas 
económicas, sociales y jurídico-institucionales 
exigidas por el nuevo modelo de desarrollo. Esta 
política, que apenas se inició con el gobierno de 
transición de Olaya Herrera, tuvo su máximo des­
pliegue cuando se produjo el ascenso al poder de 
López Pumarejo y la burguesía industriaF. 

Dado que el énfasis económico de la Revolu­
ción en Marcha estuvo puesto en los objetivos.de 
industrialización, éstos se constituyen en el prin­
cipal factor explicativo de la política general del 
gobierno; la Revolución en Marcha resulta en­
tonces comprensible a la luz de los propósitos de 
industrialización, la política económica y social, 
las reformas encaminadas hacia el intervencionis­
mo económico del Estado, la ley 200, las reformas 
fiscal y educativa, el tratamiento de la cuestión 
sindical y salarial, todo ello encuentra su sentido 
explicativo, en última instancia, en el proyecto de 
industrialización. En esta óptica Medófilo Medina 
observa: "La ley 200 resulta explicable sólo a la 
luz del 	proyecto de industrialización. Si hasta 
1934 el estímuloa la industriase hacía a través del 
recurso de protección aduanera, ahora se hizo el 
énfasis en la ampliación del mercado interno. Hay 
una predeterminación de la política social del 
gobierno por parte de la polftica económica, espe­
cialmente del proyecto de industrialización. Esta 
es la verdadera clave para entender la política 
general del gobierno, el manejo del problema 
sindical y salarial"~· 
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Si la Revolución en Marcha adoptaba como 
estrategia fundamental el proyecto de industriali­
Zación nacional, algunos autores, para demostrar 
la eficacia práctica de tal política se remiten al 
campo de las realizaciones: en especial, tienden a 
concebir el avance industrial del período princi­
palmente como resultado de la política estatal, o 
por lo menos, a asumir que esta política tuvo una 

. incidenciá notable en la expansión industrial. Se 
dice que con López concluyó la fase de la indus­
trialización espontánea, iniciada en los años 20, y 
se dio vía a los prospectos de industrialización, a 
la industrialización como proyecto nacional. En 
este sentido Gerardo Malina ofrecía que "los 
estímulos dados por López a los empresarios 
nacionalistas y eficientes, la filosofía intervencio­
nista adoptada entonces, la refonna tributaria, en 
la que se establecieron criterios de fomento a la 
creación de unidades fabriles, todo esto dio resul­
tado y de ese modo aparecieron renglones impor­
tantes como los de pano de lana, acero en varillas, 
grasas industriales y otros. Al mismo tiempo se 
ampliaban y modernizaban las cervecerías, los 
envases de vidrio y los textiles de algodón''9. Los 
datos sobre la expansión industrial del período 
son entonces asociados a la eficacia de la política 
gubernamental. Algunos, de modo más general, 
hacen depender de dicha política prácticamente 
todo el avance económico. Así, por ejemplo, 
Alberto Galindo expresa: "Por el aspecto econó­
mico, la primera administración López aparece 
claramente como el punto inicial de un extraordi­
nario avance hacia la prosperidad. Todas las 
dimensiones del país crecieron. En aquellos cua­
troaoos, los recursos nacionales inertes por siglos, 
se iban poniendoen marcha, bajo el influjo de una 
intensa y afortunada acción de fomento de los 
gobemantes"¡o. Describe la época anterior como 
de atraso y la compara con la nueva prosperidad 
que trajo "una producción nacional en aumento, 
un balance de pagos bien equilibrado, una diplo­
macia mercantil, y la expansión económica in­
tenia suscitada por las refonnas liberales"lI. 
Refiriéndose al Estado del período preceden te a la 
República Liberal, manifiesta que "era un testigo 
impasible de la injusticia, cuando no uno de sus 
agentes, y un gendarme somnoliento de la pobreza 
nacional" y agrega: "Del Estado humanista, tes­
tigo impasible de la escasez colectiva, a este otro 
estado intervencionista que creaba los instrumen­

tos necesarios para regular la producción y la 
circulación de riqueza, y para fomentar el con­
sumo, había ciertamente una enonne distancia"12. 

Para Galindo se trata entonces de un desarro­
llo económico generalizado, suscitado por las re­
formas liberales, por la política del nuevo Estado 
intervencionista incentivador del desarrollo, que 
contrastaba con la fase anterior de un Estado 
gendarme, no intervencionista, en un contexto de 
pobreza nacional. 

Loexpue8toanteriormenteserefiere solamente 
a algunos aspectos de los diversos que se han for­
mulado acerca de la Revolución en Marcha. 
Empero, el bosquejo realizado nos pennite intro­
ducir ciertas observaciones, sin pretender, por 
supuesto, agotar la materia ni tampoco resolver 
los problemas historiográficos que se plantean en 
tomo a la interpretación de la Revolución en 
Marcha. Nos limitamos, en consecuencia, a efec­
tuar algunas anotaciones que se suscitan desde el 
punto de vista de la intervención económica del 
Estado . 

3. 	 Modernización Capitalista 
e Intervención del Estado 

S i se enfoca la Revolución en Marcha aislada 
del contexto histórico, es decir, si se hace abstrac­
ción de las tendencias históricas, si se quiere 
estructurarlas, en las cuales se inscribe, puede 
llegarse a una apreciación que sobrevalora la 
significación dedicha "revolución". Porestecarni­
no, para decirlo un poco radicalmente, parecería 
entonces como si la modernización de la sociedad 
ydel Estado se iniciase con aquel movimiento: tal 
sería su sentido, en cuanto a la intervención eco­
nómica del Estado, en particular, se consideraría 
quetuvo allí también su origen, tanto en el campo 
de las ideas como de los hechosl3• Hacia atrás, no 
se tendría más que el panorama de una socied~d 
tradicional agroexportadora, sumida en el estan­
camiento y la pobreza, con un Estado sin fun­
ciones ni económicas ni sociales, es decir, un 
Estado no intervencionista, prácticamentedivor­
ciado de la economía y la sociedad, legitimado 
por una ideología de no intervención. Si se dieron 
hechos en un sentido contrario, es decir, si corres· 
pondfan a concepciones y actos de intervención y 
de modernización, no se les concebiría más que 
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como excepciones, o se les situaría simplemente 

en el consabido campo de los "antecedentes": 
pero el proceso en forma seguiría teniendo como 
cuna la Revolución en Marcha. 

De manera diferente, si ubicamos la Revolu­
ción en Marcha en una perspectiva histórica más 
amplia, no tan coyuntural y aislada, se tiene una 
concepción bastante distinta a k. señalada, o por lo 
menos notablemente matizada. De este modo, en 
efecto, la Revolución en Marcha se presenta como 
una fase, como un momento, ciertamente impor­
tante de todo un proceso de modernización capi­
talista del país, relativamente largo y paulatino, 
iniciado con anterioridad. La industria, por ejem­
plo, que constituye un componente central de la 
modernización capitalista, no surgió en forma 
súbita, repentina: la industrialización ha sido un 
proceso lento y evolutivo, que se inició a fines del 
siglo XIX y se fue desarrollando durante los 
primeros decenios del siglo XX, viabilizada por 
un conjunto de condiciones, entre las cuales se 
destacan las creadas o derivadas de la producción 
cafetera de exportación. Esta producción, como 
se sabe, comenzó a tener importancia en los años 
setenta del siglo pasado, y ha constituído uno de 
los principales factores que inducían la moderni­
zación capitalista. Dado el carácter paulatino y 
evolutivo de la industrialización, así como las 
articulaciones entre éste y la economía agroex­
portadora, se observa que los dos modelos de 
desarrollo "hacia adentro" y "hacia afuera", no 
resultan tan radicalmente opuestos ni excluyen­
tes, si no que se establecen unas relaciones de 
complementariedad, lo cual matiza la etapa de la 
"transición", descartándose, en consecuencia, la 
concepción de un salto rápido y súbito entre los 
dos modelos. Así mismo el entrelazamiento de la 
economía cafetera con otras actividades, como 
por ejemplo, el enlace que surge entre comercian­
tes e industriales, no permite una configuración 
plena y absoluta de los grupos ni una contraposi­
ción antagónica de sus intereses, lo cual, cier­
tamente, tiene efectos en el comportamiento de 
los partidos políticos y en las relaciones con el 
Estado. 

Para los primeros decenios del presente 
siglo, también es notable el crecimiento de la 
población (que pasó de 4.134.632 habitantes en 
1905 a 8.701.816 en 1938) y del sector urbano, 
sin que tampoco resulte despreciable el desarrollo 

de la agricultura ,. 
Si bien la expansión y diversificación de las 

actividades se producía con base en el conjunto de 
condiciones que se iban gestando en el ámbito de 
las propias fuerzas económicas, si el despliegue 
de los factores correspondía al movimiento rela­
tivamente autónomo del proceso económico, es 
factible observar en ello, sin embargo,alguna 
presencia del Estado encaminada a crear condi­
ciones propicias para ese desarrollo aunque en 
forma, claro está, bastante limitada. Además del 
manejo del arancel aduanero en- sentido pro­
teccionista, cuya eficacia para el desarrollo indus­
trial se ha cuestionado, pues el arancel obedecía 
ante todo a un propósito fiscalista (los impuestos 
de aduana constituían la principal fuente de in­
gresos del Estado), la intervención económica del 
Estado era perceptible en dos ámbitos importan­
tes: en las obras de infraestructura-(vías de trans­
porte) y en -la órbita monetaria. Se ha subrayado la 
importancia de los ferrocarriles para el desarrollo 
de la exportación cafetera y también para el sur­
gimiento industrial lS • Hasta 1904 la red ferrovia­
ria estaba constituída por 565 kilómetros en uso, 
magnitud que aumentó a 1481 kms. en 1922, para 
elevarse luego a 2.383 kms. en 1929. La implan­
tación y expansión de las vías férreas durante toda 
una fase obedeció a los requerimientos de la 
economía exportadora; no obstante, hacia los 
años diez y sobre todo en los años 20, la construc­

ción de las líneas permitió avanzar .ostensible­
mente en la articulación del mercado nacional. 
Dado que el énfasis siempre estuvo puesto en los 
ferrocarriles, el adelanto en la construcción de 
carreteras fue precario hasta 1930: hacia este año, 
empero, existían 5.473 kilómetros. A partir de los 
años treinta el énfasis se trasladará de los ferro­
carriles a las carreteras, las cuales constitúirían la 
nueva base infraestructuraJ para las articulaciones 
de mercado. 

En cuanto a la cuestión monetaria, la cual no 
ha recibido la atención que se merece, la injeren­
cia del Estado era evidente y significativa. Ya 
desde 1880 con la fundación del Banco Nocional, 
seguida luego de la implantación del papel moneda 
de curso forzoso el Estado adquirió prácticamente 
el control de la esfera monetaria. Desde entonces. 
siendo un dominio del Estado, la cuestión mone­
taria revistió múltiples facetas problemáticas, 
cuyos efectos para el desarrollo económico están 
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aún por estudiarse. A partir de los problemas que 
suscitó el establecimiento del papel moneda de 
curso forzoso, con las gigantescas omisiones que 
se hicieron para financiar la guen:a de los Mil 
Días, pasando por las medidas correctivas del 
Quinquenio de Reyes y el drama monetario que se 
agudizó durante la coyuntura de la Primera Guerra 
Mundial, la organización del régimen monetario 
y financiero constituyÓ siempre un grave problema, 
él cual sólo vino a resolverse con la Reforma 
Financiera de 1923, inspirada en la Primera Misión 
Kemmerer y efectuada bajo la administración de 
Pedro Nel Ospina. Con esta reforma, y en especial 
con la Fundación del Banco de la República, el 
Estado le dio una estructura al manejo de los 
asuntos monetarios y financieros, y adquirió 
importantes instrumentos de intervención que le 
permitieron tanto acceder a los grandes emprésti­
tos de los años 20, como enfrentar en parte los 
efectos de la crisis de los años 30. 

Dentro de la dimensión de la intervención 
económica es necesario observar los ingresos y 
gastos del Estado. En cuanto a los ingresos, éstos 
dependían en lo fundamental de los impuestos a 
la importación de mercancías, renta insegura, 
inelástica y regresiva, sometida siempre a las 
fluctuaciones del comercio exterior. Durante la 
crisis ocasionada por la Primem Guerra Mundial 
se criticaba el impuesto de aduanas el cual -se 

argumentaba- por su carácterinflexible, su falta 
de elasticidad y su carencia de equidad, no podía 
constituír la base tributaria para el ejercicio de las 
funciones modernas que asumía el Estado en los 
ámbitos de la economía y de la sociedad'6 • Dicha 
base -se decía- debía constituírla el impuesto 
sobre la renta, el cual efectivamente se estableció, 
con muchas fallas y limitaciones, en 1918. Sin 
embargo, el impuesto a la renta no dio los rendi 
mientos que se esperaban, pese a las reformas que 
se le introdujeron en 1927 y 1931. Sólo a partir de 
la Reforma Tributaria de 1935, el impuesto comen­
zó a adquirir una significativa importancia, hasta 
llegar a convertirse en la espina dorsal del sistema 
tributario. La estrechez general de los ingresos 
ordinarios del Estado imponía así mismo una 
reducida capacidad de gasto, el cual se orientaba 
predominantemente hacia los gastos de adminis­
tración y funcionamiento. Dada esta condición, 
siempre se consideró que para adelantar las obras 
de progreso, como las vías de comunicación, se 
debía apelar a los ingresos extraordinarios, a los 
empréstitos externos. Sin embargo, con el recurso 
del papel moneda, la centralización fiscal y el 
aumento de los impuestos de aduana, se incre­
mentaron los gastos de inversión y fomento entre 
1886 y 1890, pudiéndose adelantar algunas obras 
públicas. Esto se interrumpió con la crisis fiscal 
subsiguiente y sobre todo con las guerras de 1895 
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y de 1899-1902, que determinaron una orien­
taci6n del gasto público hacia los gastos militares. 
Nuevamente, a partir de la reorganización fiscal 
del Quinquenio se incrementaron los ingresos del 
Estado, lográndose de igual modo un avance en el 
fomento económico y las obras públicas. hasta la 
crisis de la Primera Guerra Mundial, la cual, 
después de un breve auge de post guerra. empató 
con la crisis de 1920-21. La situación cambió 
radicalmente durante el auge de los años 20, con 
el aumento de los ingresos ordinarios, y de modo 
especial con el enorme incremento de los ingresos 
extraordinarios, ocasionado por la afluencia de 
los grandes empréstitos externos, que dotaron al 
Estado de una capacidad de gasto nunca antes 
conocida. Ello motivó una expansión sin pre­
cedentes de los gastos de inversión. lo que se 
tradujo, pese al desorden, en un avance apreciable 
de diversas obras públicas. especialmente de ferro­
carri les" . 

También en el campo social el Estado comen­
zó a intervenir, aunque en una forma mucho más 
tenue que en el económico. Hasta la iniciación de 
los años 20 solamente se había impartido alguna 
legislación sobre jubilaciones de empleados 
públicos (1905), de magistrados y jueces y maes­
tros de escuelas primarias oficiales (1907), sobre 
accidentes de trabajo (1915) y sobre habitaciones 
para obreros (1918). En 1919 y 1920 se expidie ­
ron las leyes sobre huelgas, yen 1924 se organizó 
la Oficina General del Trabajo, encargada de 
atender la cuestión social y laboral. Otras leyes 
expedidas en los años 20 se refieren al seguro 
colectivo obligatorio (1921-23), al reglamento de 
trabajo e higiene en las empresas (1925) Y al 
descanso dominical (1926). En general, la in­
tervención del Estado en la cuestión social agraria 
era todavía más precaria. Acerca del trabajador 
campesino existían únicamente las leyes sobre 
colonización que le otorgaban un derecho al colono 
por el cultivo de terrenos baldíos y las disposi­
ciones sobre el reconocimiento de mejoras. 

Si de un lado, buena parte de aquella legis­
lación social no pasaba de la formulación escrita, 
de otra, la intervención del Estado en los conflic­
tos suscitados asumía con reiterada frecuencia la 
forma elemental de la represión violenta de los 
trabajadores, en favor de los empresarios y propie­
tarios. Esta forma de actuación cambiaría sustan­
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cialmente con los gobiernos liberales de los afios 
30. 

Desde el punto de vista de los gastos sociales . 
se demuestra así mismo la baja incidencia del 
Estado en la satisfacción de las necesidades socia­
les: durante los años 20, la magnitud de estos 
gastos fue irrisoria. Aunque la situación varió un 
poco entre 1934-38, puede observarse, sin em­
bargo, que dichos gastos permanecieron relati­
vamente constantes durante el período de la 
República Liberal JI. 

Enfocada como un proceso, la intervención 
del Estado, dentro de sus obvias limitaciones y de­
sigualdades, a la vez que guardaba relaciones de 
implicación y concomitancia con el desarrollo 
básico de la modernización económica, se incre­
mentaba o se afinnaba en determinados momen­
tos coyunturales. Esto comenzó a ser explícito 
durante el período de la Regeneración, cuya 
política se orientó hacia el fortalecimiento insti­
tucional y económico del Estado Central, 
asignándole las funciones de garantizar la paz y el 
orden y de promover el desarrollo económico. 
Los conflictos político-militares de fines de siglo 
ocluyeron la acción del Estado en orden a la 
promoción del desarrollo, sin embargo, con el 
Quinquenio de Reyes se produjo de nuevo un 
fortalecimiento del Estado que le permitió desple­
gar una actividad económica significativa. Re­
firiéndose a este período, Darío Mesa sugiere que 
se trata precisamente de los comienzos en la 
construcción del Estado nacional moderno J9 • 

En este momento se destaca la acción del 
Estado tanto para enfrentar las dramáticas conse­
cuencias de la guerra de los Mil Días como para 
estimular el desarrollo. De igual manera, el Es­
tado pondría en juego una política intervencionis­
ta y adquiriría nuevos instrumentos de manejo 
económico en otros momentos críticos, tales como 
los presentados durante la Primera Guerra Mun­
dial, la crisis de 1920-21 y sobre todo, durante la 
gran crisis de los años 30. En estas coyunturas el 
Estado desplegaba una política anticrisis que traía 
como consecuencia un fortalecimiento de su in­
tervención er:;onómica. 

Con la breve exposición anterior hemos 
pretendido seflalar el hecho de que durante las 
primeras décadas del siglo XX tomaba cuerpo el 
proceso de modernización capitalista del país, 
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seguido, así mismo, de una relativa presencia 
económica del Estado. Ya para los años 30, 
modernización e intervención estatal constituían 
tendencias que se habían perfilado en el trans­
curso de una historia precedente. En esta historia, 
el Estado en el espacio doble y circunscrito de su 
intervención, desarrollaba una política que si bien 
correspondía a sus funciones de garantizar la 
articulación de la economía al mercado mundial 
en cuanto economía agrC1-exportadora, contribuía 
a crear, al mismo tiempo, algunas condiciones 
básicas para el desarrollo de la economía interior. 
La naturaleza de la intervención y su dimensión 
circunscrita, no permitiría concluír que se trataba 
propiamente de un estado agrario, no intervencio­
nista. Tampocoes plausibleconcebirque se trataba 
de un Estado controlado e instrumentalizado por 
los terratenientes o hacendados, pues de este 
modo, como lo sugiere Hugo López, resulta inex­
plicable no sólo la ley de emergencia (1926-27) 
por medio de la cual se obvió la importación de 
productos agrícolas, medida que lesionaba a los 
agricultores nacionales, sino también la política 
económ ica de los gobiernos conservadores de los 
aflos 20, que obedecía a propósitos más generales 
que el interés de los terratenientes20 En sentido• 

general, la intervención del Estado se ejercía en 
función de la acumulación de capital en los sec­
tores privados de la economía, los cuales precisa­
mente le determinaban tanto la orientación como 
las posibilidades y límites a la intervención; ese 
carácter de la intervención predominaba ostensi­
blemente sobre las funciones sociales del Estado, 
las cuales eran relegadas a planos secundarios, 
recibiendo apenas una precaria atención. 

Ahora bien, como veremos enseguida, aquel 
proceso de intervención iba acompañado de una 
ideología que de alguna manera lo expresaba y lo 
sustentaba. 

4. 	 La Ideología de la 
Intervención Estatal 

La ideología intervencionista presenta una 
doble dimensión: de un lado se la encuentra, por 
decirlo así, en "estado práctico", directamente 
asociada o iinplicada en el ejercicio mismo de la 
intervención; de otro lado, se la halla en estado de 
formulación explícita, en un discurso que en cier­

ta forma apunta hacia el plano teórico. La historia 
de esta ideología es bastante compleja, yaquí nos 
limitamos solamente a señalar el enunciado de 
algunos postulados intervencionistas, sin entrar a 
desarrollar toda la complejidad que nevan con­
sigo. 

En la primera dimensión se encuentra el as­
pecto pragmático de la ideología intervencionista 
que se despliega en la ejecución misma de las ac­
tividades estatales. A la representación de este 
nivel corresponde, ante todo, el "discurso del 
Estado", consti tuído por los textos ofICiales, tales 
como las constituciones, leyes, infonnes y memo­
rias de los ministerios de Industria, del Tesoro, de 
Hacienda, de Obras Públicas, etc. En la segunda 
dimensión se encuentran los postulados in­
tervencionistas formulados y sustentados por un 
conjunto de pensadores, quienes por lo general 
combinaban las tareas políticas ode gobierno con 
una actividad intelectual. 

El planteamiento del Estado intervencionista 
siempre estuvo asociado a las condiciones concre­
tas por las que transitaba el país. De este modo, 
estuvo presente en la empresa política de la Rege­
neración y en el pensamiento de Núftez, En su 
crítica al liberalismo radical yal Estado federal, 
Núñez planteaba la necesidad del Estado central 
fuerte y le otorgaba a éste ciertas funciones inter­
vencionistas en lo económico y social. En su 
discurso de posesión presidencial en 1880 expo­
nía la necesidad de realizar un vasto plan de medi· 
das destinadas a promover el desenvolvimiento 
de la producción doméstica'~ l. Ese plan enttaftaba 
la orientación del Estado hacia el desarroUo 
económ ico, el cual debía efectuarse con base en la 
protección de las industrias, la construcción de 
ferrocarriles y la implantación de un nuevo sis­
tema monetario y de dirección de .la política 
bancarian . En relación con este último punto 
Núflez sostuvo la teoría estatal del dinero, tema 
que será motivo de polémica a (mes del siglo XIX 
ycomienzosdelXX,debateenelcualseplanlCará 
y discutirá la intervención económica del Estado. 
Núñez, además, le otorgaba un carácter social a la 
intervención del siguiente modo: "No se pre­
coniza la intervención inmoderada o inoportuna 
del Estado en lo que llaman problema social; pero 
sí la que sea necesaria para resguardar el interés 
común contra abusos de los poderosos". En su 
práctica de gobierno, como se sabe, Núftezejecut6 
algunas medidas intervencionistas de importante 
significación en el campo económico. 
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Las ideas intervencionistas de la Regenera­
ción, de alguna manera, se plasmaron. en la consti­
tución de 1886. Como lo han observado algunos 

autores" el principio intervencionista se contenía 
en los siguientes artículos: en el artículo 76 que 
establecía como atribuciones del Congreso fijar la 
ley, peso, tipo y denominación de la moneda y 
arreglar el sistema de pesos y medidas; organizar 
el crédito público; decretar las obras públicas que 
hayan de emprenderse, fomentar las empresas 
útiles y benéficas dignas de estímulo y apoyo; en 
el artículo 120 que fijaba como atribuciones del 
presidente reglamentar, dirigir e inspeccionar la 
instrucción pública nacional; celebrar contratos 
administrativos para la prestación de servicios y 
ejecución de obras públicas; organizar el Banco 
Nacional y ejercer la inspección necesaria sobre 
los Bancos de emisión y demás establecimientos 
de crédito; ejercer el derecho de inspección y vigi­
lancia sobre instituciones de utilidad común; en el 
artículo 185 que faculta a las asambleas depar­
tamentales para dirigir y fomentar la instrucción 
primaria, la beneficencia, las industrias esta­
blecidas y la introducción de nuevas, la inmigra­

ción, la importación de capitales extranjeros; la 
colonización de tierras, la apertura de caminos, 
canales navegables y vías férreas, la explotación 
de bosques, la canalización de ríos y cuanto se re­
fiera a los intereses seccionales y al adelantamien­
to interno 2S • 

En el campo de las concepciones interven­
cionistas se destaca también Miguel Antonio Caro. 
En la concepción de Caro el Estado adquiría un 
amplio campo de acciÓn que iba desde el moral 
hasta el económic0 26 En este último aspecto • 

sobresalen ·sus planteamientos acerca de las fun­
ciones monetarias del Estado, formuladas en el 
debate sobre el Banco Nacional y el papel moneda 
de curso forzoso que Caro defendía. Sostenía que 
las cuestiones sobre moneda no podían tratarse 
"exclusivamente en el terreno económico, con 
independencia del jurídico. La moneda es una 
creación de las naciones, y el Estado tiene por 
derecho natural el poder fijarla, como precio 
común de las cosas"27 . El privilegio de la emisión 
de moneda, era, en consecuencia, una prerroga­
tiva del Estado. 

Al entrar el siglo XX en la perspectiva de la 
intervención, dos personajes descuellan: uno, en 
la formulación de los principios intervencionis­
tas; el otro en la pragmática de la intervención. Se 
trata de Rafael Uribe y Rafael Reyes. Uribe expre­
só su concepción de la intervención estatal en su 
célebre conferencia de 1904 sobre "el socialismo 
de Estado". En Uribe el concepto de socialismo de 
Estado designa precisamente el intervencionismo 
de Estado. "No soy partidario -decía- del socialis­
mo de abajo para arriba que niega la propiedad, 
ataca el capital, denigra la religión, procura sub­
vertir el régimen legal y degenera, con lamen­
table frecuencia, en la propaganda por el hecho, 
pero declaro profesar el socialismo de arriba para 
abajo, por la amplitud de las funciones del 

Estado"" . Uribe proponía una acción global del 
Estado sobre la economía y la sociedad para 
impulsar el desarrollo: "El Estado -decía- no es 
órgano de simple conservación sino también de 
progreso; su fin exclusivo no es mantener el 
orden, la paz, la obediencia: esa es apenas una 
condición previa, indispensable para lograr más 
altos fines. Además de cuidar de lo que encuentra 
hecho y oponerse a todo deterioro, debe procurar 
el adelanto ( ...) impulsar y promover tan podero­
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samente como pueda la progresidad del país"29. 
Según Uribe mm funcimes del Estdo la ejecución 
de las obras costosas. de utilidad común y largo 
aliento; la legislación para el mejoramiento so­
ciáI; la proteCción de los intereses que no pueden 
defenderse por si solos; el amparo de los débiles 
frente a los poderosos; y la mediación entre las 
cIases encontradas. El Estado debía asi mismo 
proteger las industrias nacionales y la partici­
pación de los obreros en las ganancias de la 
industria; organizar el ahorro, fundar bancos 
hipotecarios para impulsar la agricultura; desarro­
llar el seguro y los sistemas cooperativos; contro­
lar los precios de los víveres; fijar los contratos de 
arrendamiento para convertir en propietarios a 
"los siqvos de la gleba"; crear el Ministerio de 
Agricukura; fundar colonias agrícolas; ocuparse 
de la salud. la educación, la recreación, la defensa 
del salario, etc. Era evidente que Uribe al mismo 
tiempo que preconizaba la intervención económica 
del Estado le otorgaba un ostensible contenido 
social. Con Uribe el Partido Liberal comenzó a 
abandonar sus viejas concepciones de Estado 
gendarme, su postulado de Laissez Faire, Lais­
sez Passer, para avanzar en la concepción del 
Estado intervencionista. 

Rafael Reyes fue ante todo un hombre de una 
ideología pragmática. Consideraba que la autori­
dad y el orden debían contribuír al progreso 
económico y a ello propendió como gobername. 
"Durante el gobierno de Rafael Reyes -observa 
Humberto Vélez- el Estado asumió un papel tan 
activo en el proceso económico como, quizás, no 
había sucedido con ninguno de los gobiernos 
anteriores" 30 • Como es conocido, además de las 
medidas monetarias, la reorganización fiscal y el 
manejo de la deuda pública, su política buscó 
estimular el desarrollo de la agricultura de ex­
portación, la creación de algunas industrias y la 
expansión de los ferroc~i1es. 

En los aftos 'subsiguientes al Quinquenio y 
sobre todo durante la crítica coyuntura de la 
Primera Guerra Mundial, el tema de la intervención 
del Estado se planteó en relación con toda una 
probtemática económica que hacía referencia al 
desarrollo de la agricultura, de las exportaciones 
y de la industria; al régimen monetario, y finan­
ciero; a la cuestión ftSCal y el desarrollo de las vías 
de comunicación. 

En los gremios.eaxte5mic::cIs te Ienfa una clara 
conciencia de que el EstadO debla. además de 
estimular las exportaciooes. contribuir al desarro­
llo de la agricultura y de la industria. Así lo 
demuestran. por ejemplo. las exigencias que se 
hicieron al Estado desde el Primer Congreso 
Agrario de 1911 31 

, hasta los ~ Congresos 
de Cámaras de Comercio y de Mejoras Naciona­
les, realizados en 1917". Si bien esas exigencias 
eran diversas, según los intereses de cada gremio, 
tendían a conflufr en dos aspectos principales: el 
desarrollo de las vías de comunicación y la solu­
ción del problema monetario. En relackSn con este 

último, se suscitó un interesante debate, en el 
centro del cual estaba la cuestión sobre las fun­
ciones del Estado con respecto al dinero: de un 
lado, había quienes sostenían el principio de la 
libertad de emisión; del otro. había quienes con­
sideraban que la emisión era un privilegio exclu­
sivo del Estado; terceras posiciones aceptaban 
que la emisión era un derecho del Estado, pero 
argumentaban que el Estado no debía practicar 
directamente ese derecho, sino delegarlo; con­
cluían en la necesidad de organizar un banco de 
emisión. 

En 1918, con el objeto de sustentar la creación 
del impuesto sobre la renta, Esteban JaramilIo 
formula una clara concepción del Estado in­
tervencionista. Jararnillo planteaba la reforma 
tributaria no sólo como una respuesta a los proble­
mas inmediatos de la crisis f&al, sino, ante todo, 
como la condiCión necesaria para el desempefto 
de las funciones modernas del Estado. Según 
Jaramillo, la característica esencial del Estado 
contemporáneo consistía en la creciente amplia­
ción de su esfera de acción en los diversos ámbitos 
de la sociedad. "Legislación -decía- orden inte­
rior, administración de justicia. comunicaciones 
dentro y fuera del país, relaciones exteriores, 
hacienda pública, guerra. marina, instrucción 
pública, manejo de fondos nacionales, comercio, 
agricultura. trabajo, obras públicas. higiene, bene­
ficencia, en una palabra. las principales manifes­
taciones de la vida moderna, cmresponderá a 
otros tantos órganos de la acción vigilante, di­
rección, protección y fomento del gobierno" n . 

Las concepciones intervencionistas serían de­
sarrolladas por Jaramillo en sus escritos posterio­
res, y se enriquecerlan, inclusive, con una notable 
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experiencia administrativa. JaramiJlo tendría una 
figuración importante en los años 20, y de modo 
especial, en la política anticrisis a comienzos de 
los años treinta. 

Para resumir, hacia los años treinta, mediando 
la experiencia intervencionista de la década del 
20, existía ya conformada una cierta tradición in­
tervencionista tanto en el campo de los hechos 
como de las ideas. Los partidos políticos contem­
plaban en sus programas la intervención del Es­
tado. El Partido Liberal, por ejemplo, había aban­
donado sus tesis tradicionales de Estado gen­
darme y se había enrutado por la senda de la 
intervención, cambio que fue acompañado de 
prolongada~ polémicas sobreel intervencionismo 
estatal y el libre juego de los factores individuales. 
En ese debate, personajes como Alejandro López 

y Luis Eduardo Nieto CabaJI ero34 sustentaban las 
concepciones intervencionistas. Con la crisis de 
los años 30, el intervencionismo iría a recibir un 
amplioreforzamiento, tanto en el nivel ideológico 
como en el ejercicio práctico, a lo cual con­
tribuiría significativamente la política y las refor­
mas de la Revolución en Marcha. 

s. 	 Amplitud y Consolidación 
de la Intervención Estatal 

Como atrás lo indicábamos, durante la crisis 
de los años treinta la intervención del Estado 
recibió un nuevo impulso, fortificándose y am­
pliando su radio de acción. Esto se produjo como 
reacción del Estado para enfrentm los efectos de 
la crisis, durante la administración de Olaya 
Herrera. Las principales medidas intervencionis­
tas no tradicionales adoptadas para combatir la 
crisis fueron las siguientes: el establecim iento del 
embargo de oro, o sea, la suspensión del libre 
comercio de este metal; el establecimiento del 
control de los cambios internacionales y de traslado 
de los fondos al exterior; la supresión de la con­
vertibilidad del billete y del patrón oro; la deroga­
ción de la "ley de emergencia", el establecimiento 
de un nuevo arancel proteccionista y la restricción 
a las importaciones, todo 10 cual favorecía a la 
agricultura y a la industria; la modificación a la 
política del Banco de la República que permitió 
abrir el crédito al gobierno; el aumento del gasto 

público posibilitado principalmente por las ope­
raciones de crédito con el Banco de la República 
y el empréstito patriótico a raíz del conflicto con 
el Perú, lo cual tendió a dinamizar la economía; el 
arreglo del problema de los deudores privados 
que evitó su ruina; la devaluación del peso que 
trajo efectos estimulantes para la exportación 
cafetera y finalmente la moratoria en el pago de la 
deuda externa que se tomó tardíamente. A esto 
habría que agregar la función cumplida por las 
nuevas instituciones creadas durante la crisis: la 
Caja Agraria y el Banco Central Hipotecario. 
También se crearon el Consejo de la Economía 
Nacional y la Oficina de Control de Cambios, la 
cual, además de controlar el flujo de dinero al 
exterior, podía incidir en el aumento de la oferta 
monetaria a través de la devaluación del peso o de 
la preparación de un presupuesto deficitari03~. 

Aquellas medidas le permitieron al Estado 
amortiguar los efectos de la crisis no sólo para el 
Estado mismo, sino también para los diversos 
gremios y sectores económicos del país. Tales 
medidas combinadas con una reposición tempo­
ral de los precios del café, posibilitaron iniciar la 
recuperación económ ica, la cual ya se enunciaba 
en 1933. Al mismo tiempo, la crisis había con­
tribuído a expandir y fortificar la intervención del 
Estado: de la crisis brotaba un Estado cón mayo­
res funciones económicas. De igual modo, en el 
ámbito social el Estado ampliaba su injerencia, 
motivada principalmente por los conflictos socia­
les, agrarios y urbanos. Respondiendo a la cues­
tión social, la administración Olaya expidió un 
conjunto de leyes, entre las cuales se destacaban 
las siguientes: la ley 83 de 1931, que reconoció el 
derecho a la sindicalización y reglamentó el ejer­
cicio de la huelga; la ley 105 de 1933, que esta­
bleció la inem bargabilidad parcial de los salarios; 
la ley 10 de 1934 que creó las prestaciones 
sociales de vacaciones , cesantías por despido 
injusto y auxilio por enfermedad, para los tra­
bajadores del sector privado; y el decreto 895 de 
1934 que limitó a 8 horas la jornada laboral. 
Además, se gestó la ley de tierras que cristalizaría 
en el gobierno de López Pumarejo, y se cambió la 
actitud del Estado frente al tratamiento y resolu­
ción de los conflictos, lo cual contrastaba con la 
ac titud de los gobiernos conservadores del período 
anterior. 
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Mediando la experiencia intervencionista del 
Estado durante la crisis. se había afianzado con 
mayor fuerza el postulado del intervencionismo 
esIaIaI. Al respecIO manifestaba Esteban Jaramillo: 
¿T.a 1eIIdencia intervencionista del Estado es ya 
lDl hecho indiscunDle. que se ha impuesto en el 
mundo. al mismo tiempo que la convicción de que 
el Estafo tiene una misión social qué cwnplir. Yo 
creo que el régimen capitalista continuará. pero 
con modificaciones que los tiempos mismos irán 
imponienoo como ahora se han impuesto... Creo 
muy dificil e inconveniente después de iniciada 
esa tendencia. abandonarla. No sé si ella detenni· 
ne lDl nuevo régimen económico. pero lo cierto es 
que se han demostrado los beneficios del control 
y la vigilancia del Estado sobre muchos campos 
en que antes no se ejercía"36. 

Con el advenimiento de la Revolución en 
Marcha. el intervencionismo de Estado recibió un 
nuevo impulso. Este se situó. principalmente. en 
el orden de tres dimensiones: en la conformación 
de la base fJSCal que exigía el Estado intervencionis­
ta (Reforma Tributaria); en la determinación de 
los fundamentOs constitucionales para el ejer­
cicio de la intervención (Reforma Constitucional) 
y finalmente. en el orden práctico de la política 
económica y social. y la ampliación de la in­
tervención hacia nuevos ámbitos (ley de Tierras. 
Reforma Educativa). 

Si el Estado había asumido funciones inter­
vencionistas y las continuaba ampliando, era evi­
dente que ello implicaba un incremento de sus 
gastos, lo cual chocaba con la estrechez y fragili­
dad del sistema tradicional de ingresos estatales. 
Resultaba claro entonces que el Estado no podía 
continuar dependiendo en lo fundamental de los 
impuestos de aduana. Tampoco el Estado podía 
fincar sus expectativas financieras para impulsar 
el desarrollo exclusivamente en los empréstitos 
externos. ni continuar. indefinidamente con la 
práctica iniciada en 1931, dé satisfacer sus necesi­
dades financieras con empréstitos suministrados 
por el Banco emisor, pues ello estaba ligado a los 
problemas monetarios de la inflación. 

Ca contradicción que se planteaba entonces 
entre los requerimientos financieros del Estado y 
la rigidez del régimen tributario vigente. ' imponía 
la necesidad de la Reforma Tributaria, la cual bus­
caba instalar la tributación directa. personal y 
progresiva en la base del Estado intervencionista. 

Además de este objetivo que pretendía captar 
recursos afectando a las grandes fortunas, poniendo 
a tributar a las personas de altos ingresos en una 
proporción mayor ' a las de bajos ingresos. la 
Reforma Tributaria era concebida como un ins­
trwnento de política ec:on6inka Ysocial pormedio 
del cual el Estado podía incidir en la distribución 
de la riqueza. en la cOrrección de laI desigual­
dades sociales. en la orientación y reforma de la 

organización económica nacional". Después de 
una fuerte oposición de los gremios. económicos. 
la Reforma Tributaria se concretó en la ley 78 de 
1935. siendo complementada con otras disposi­
ciones en 1936. Dicha reforma elevó sustan· 
cialmente la tasa para las tarifas altas. haciendo 
pasar del 8% al 17% la tarifa mayor; modifICÓ las 
disposiciones sobre exenciones y deducciones. 
terminando con los abusos que permitían la eva­
pora::ión de la renta gravabIe. incorpotÓ el criterio 
de que la renta consolidada por la posesión de un 
capital debe gravarse más que la que se origina en 
el simple trabajo. para lo cual se creó el impuesto 
adicional sobre el valor del patrimonio; se ~ 
bleció asi mismo el impuesto sobre el exceso de 
utilidades, como adicional al de renta; estableció 
procedimientos y normas para evitar los fraudes y 
las evasiones; finalmente se modificó la consti· 
tución nacional para permitir la inspección de 
documentos privados con fines tributarios. La 
Reforma Tributaria fue eficaz: si para 1935 el 
impuesto a la renta representaba el 7.6% de los 
ingresos ordinarios del Estado, para el ano 
siguiente dicho impuesto, adicionado con los de 
patrimonio y exceso de utilidades. representaba el 
12.4% y para 1940 el 27.7% 31. 

Con la Reforma Tributaria, el Estado adquiría 
una base interna de ingresos más elástica y consis­
tente. un instrumento de política económica y 
social, lo cual le permitiría ir ejecutando y am­
pliando sus funciones económicas. En este sen­
tido, por ejemplo. uno de los efectos de la Re­
forma Tributaria. como lo han puesto de mani· 
fiesto José Antonio Ocampo y Santiago Montene­
gro. fue el de posibilitar la liberación de la política 
arancelaria de la secular determinación fiscalista 
que le imponía el Estado, para que de este modo 
entrara a desempeflar plenamente su función 
reguladora del comercio exterior]' . 

Como es bien conocido, la Reforma Consti· 
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tucional de 1936 consagró el intervencionismo 
estatal. Mucho se ha discutido sobre la interpre­
tación de las fórmulas consignadas en la consti­
tución, y aquí, obviamente, no vamos a entrar en 
esa discusión. Bástenos señalar algunos aspectos: 
en su conjunto, la Reforma Constitucional dis­
ponía la intervención del Estado en un amplio 
radio que abarcaba esferas de la economía y de la 
sociedad. Di~1)()Oía que "el Estado puede intervenir 
por medio de leyes en la explotación de industrias 
o empresas públicas o privadas, con el fin de 
racionalizar la producción, distribución y con­
sumo de las riquezas, o de dar al trabajador la justa 
protección a que tiene derecho"; garantizaba la 
propiedad privada. pero establecía que "la propie­
dad es una función social que implica obligacio­
nes";le otorgaba al Estado "la suprema inspección 
y vigilancia de los institutos docentes públicos y 
privados". Establecía que la asistencia pública es 
función del Estado que el trabajo es una obliga­
ción social y gozará dc la especial prOlccc ión del 
Estado y garantizaba el derecho de huelga; repro­
ducía así mismo disposiciones intervencionistas 
impartidas en Actos Legislativos de años anterio­
res, con los que se referían a la restricción de la 
producción y consumo de licores y bebidas fer­
mentadas (Acto Legislati vo No. 1 de 1921) Y a la 
revisión y fiscalización de las tarifas y reglamen­
tos de las empresas de transporte y demás servi­
cios públicos (Acto Legislativo No. l de 1918)40. 

Desde el punto de vista de la formalidad jurí­
dica. el Estado adquiría, además de la proyección 
económica, "deberes sociales", funciones en la 
cuestión social. Empero, esto fue visto por los 
opositores a la reforma, como el camino abierto 
pard la omnipotencia del Estado, la abolición de la 
propiedad privada y el establecimiento del comu­
lÚsmo o del socialismo, pese a que los más brillan­
tes promotores dc la Reforma eran verdadera­
mente explícitos en demostrar que no contenía 
nada de ello. Como lo han expresado algunos au­
tores, la Reforma buscaba la modernización del 
Estado en orden a sus funciones cconómicas y 
sociales, según los requerimientos que planteaba 
el modelo de desarrollo capitalista del país. Re­
firiéndose al carácter de la Reforma, Molina 
manifiesta que lo que hizo fue ponernos en pre­
sencia de un momento significativo del consti­
tucionalismo social, que es una novedad del siglo 

XX. pero que la mencionada Reforma en el tran­ 6. 
scurso posterior no ha tenido desarrollos apre­
ciables, "por lo cual conserva más bien el carácter 
de una declaración de principios"". 

Basándose formalmente en el canon constitu­
cional de 1936. acerca de la función social de la 
propiedad. el Estado. en dicho año, buscó interve­
nir en la cuestión agraria. para lo cual expidió la 
ley 200. Uno de los aspectos centrales de la leyera 
el de establecer la obligatoriedad de la explota­
ción económica de los predios y de que la explota­
ción da derecho al dominio; de este modo se aso­
ciaban trabajo y propiedad. Sin embargo, la ley 
agraria no buscaba una Reforma Agraria encami­
nada a la democratización de la tierra, ni a una 
redistribución para la conformación de pequeños 
propietarios. ni tampoco desmontar la gran pro­
piedad territorial. Lo que pretendía la leyera 
racionalizar la explotación de la tierra de con­
formidad con las exigencias del desarrollo capita­
lista, de estimular la transformación del latifundio 
tradicional en hacienda capitalista, y al mismo 
tiempo, apaciguar los conflictos campesinos que 
venían desde los años 20. En este sentido, se ha 
dicho. la ley fue exitosa, pese a que, de un lado, 
motivó la expulsión de arrendatarios, aparceros y 
colonos en zonas de intensos conflictos (Cundi­
namarca y Tolirna) y de otro, contribuyó a la 
legalización de las subdivisiones de ciertos dom­
inios que verúan desde tiempo atrás en tal procesoo . 

En el campo laboral fue importante la in­
tervención del gobierno. Entre 1936 y 1938 se 
expidieron algunas leyes que versaron sobre los 
siguientes asuntos: constitución de patrimonios 
familiares inembargables; inembargabilidad de 
las 4/5 partes del salario; construcción de casas y 
granjas para obreros y empleados; descanso 
remunerado ello. de mayo; protección a la mater­
nidad y sobre congresos sindicales. 

Si bien el gobierno no se preocupó en especial 

por reformar la legislación socialo fomentó en 
cambio la sindicalización y actuó como árbitro en 
los conflictos obrero-patronales, obligando al pa­
trono a negociar. y respaldando en muchos casos 
las peticiones de los trabajadores. Esta política, 
encaminada en general a incrementar el poder de 
negociación de los trabajadores, contribuyó a 
captar por parte del gobierno el apoyo de las 
masas y de los sindicatos. 
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6. 	 Revolución en Marcha 
e Industrialización 

En relación con la política económica, algunos 
historiadores han cuestionado tanto los plantea­
mientos que le otorgan a dicha política el objetivo 
central de la industrialización, como los que afir­
man que eLavance industrial del peóodo se debió 
ante todo a la eficacia de tal política, es decir, han 
cuestionado la determinación industrialista de la 
Revolución en Marcha. Como se recordará, estos 
planteamientos parten de laafirmación de que con 
López ascendió una burguesía industrial al poder, 
e impuso su proyecto nacional de industriali­
zación. Parecía entonces, como lo observa Marco 
Palacios, que la burguesía industrial fuera una 
facción de clase independiente y antagónica de 
los latifundistas, que buscaba expresión política 
en el liberalismo más progresista: el de la Revo­
lución en Marcha. El mismo autor subraya que 
ese no fue el caso de los grandes industriales 
antioqueños, de los cuales, una buena parte eran 
conservadores y antiliberales; ni tampoco de los 
industriales'que, sin distingo de partido presiona­
ron contra la legislación sindical y laboral, y 
combatieron la reforma tributaria que puso a la 
industria a pagar más impuestos directos que los 
otros sectores económicos. Más que una bur­
guesía industrial en el sentido clásico -dice el 
autor citado- "Lo que emerge de la redefinición 
estructural de los treinta es un grupo de empresa­
rios industriales, vinculados a las capas agroex­
portadoras e importadoras y con la cual mantiene 
desacuerdos transitorios pero no antagonismos 
políticos ni económicos"" . 

Tampoco el desarrollo industrial fue el resul­
tadode la política estataL Esta solo en parte estuvo 
vinculada a dicho desarrollo, Ocampo y Mon­
tenegro han demostrado que la gran expansión 
industrial de los años treinta estuvo asociada a la 
prolongacion de los procesos de transformación 
de la economía motivados por la expa,nsión ca­
fetera que Sf inició en 1910; al compqttamiento 
relativamente faVDrable del sector exp<jrr'dor y a 
un cambio radical en la composición dI} las im­
portaciones'~ lo cual permitió la expan'sión de la 
capacidad productiva de las industrias; al mer­
cado que ya se había creado en las décadas ante­
riores; a los cam bios en los patrones de consumo 

generados .por la urbanización y a la política 
proteccionista. En cuanto a esta última los autores 
observan que tuvo un efecto importante en los 
primeros años de la década del treinta, antes de la 
devaluación de 1932-1935 que erosionó el efecto 
protector de las reformas arancelarias de 1931; de 
ahí en adelante, o sea para la segunda mitad de los 
años treinta, la política arancelaria no tuvo efecto 
protector, excepto en el caso de los alimentos; 
empero el gobierno comenzó a utilizar el control 
directo a las importaciones como un instrumento 
protector, que tuvo un efecto de reorientación de 
la demanda hacia la producción interna4s. 

Por su parte, Palacios también subraya el 
papel indirecto y débil del Estado en la industriali­
zación de los años 30. Ello significa que el Estado 
"no invirtió directamente, ni orientó su política 
para que el país se industrializara en tanto que 
meta prioritaria específica, aunque la retórica in­
dustrialista se desparrama por Memorias, men­
sajes y discursos desde la primera postguerra"46. 

Con base en los planteamientos desarrollados 
hasta aquí, resultarían entonces inexactas aque­
llas concepciones que ,interpretan la Revolución 
en Marcha como "revolución democrático-bur­
guesa", o como "revolución industrial", con la 
cual habrían entrado en escena la industriali­
zación, la intervención del Estado, la moderni­
zación capitalista de la economía y de la sociedad; 
es decir, lo que quedaóa objetado o en últimas 
sería la determinación unilateral del punto de 
vista "industrialista" en la interpretación de la 
Revolución en Marcha, de un lado, y del otro, la 
concepción de la Revolución en Marcha exac­
tamente como una revolución, pues, como se 
observó, dicho movimiento no se proponía ni 
produjo un cambio sustancial en el ordenamiento 
de las relaciones sociales y económicas; lo que 
hizo fue contribuir en parte al avance de la moder­
nización capitalista que ya venía desde tiempo 
atrás; en esto, no era ni revolución democrático­
burguesa, ni revolución industrial. En aquellas 
apreciaciones sobrevalorativas de la Revplucióri 
en Marcha habóa que ver mas bien la proyección 
de una ideología del presente. 

Empero, las consideraciones anteripnnente 
efectuadas plantean una aparente contradtcción: 
de una parte', hemos afirmado que durante la crisis 
de los años treinta se incrementó la intervención 
del Estado y que ésta recibió un cierto impulso 
con la Revolución en Marcha; de otra parte, 
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hemos planteado al mismo tiempo que dicha 
intervención tuvo poco que ver con la expansión 
industrial bajo aquella "revolución". Se trata cier­
tamente de una aparente contradicción: existe en 
ge'neral un reconocimiento acerca de la relativa 
eficacia del Estado para afrontar la crisis a partir 
de 1931; se constata así mismo que el Estado puso 
en juego un conjunto de medidas que se convinie­
ron en mecanismos intervencionistas del Estado. 
De ahí entonces la aseveración de que surgía de la 
crisis un Estado con mejores instrumentos de 
intervención. El impulso que la intervención reci­
bió con la Revolución en Marcha consistía, como 
atrás se dijo, en la constitución de la base fiscal 
apropiada al Estado intervencionista; en el otor­
gamiento de la "estructura jurídica" de los funda­
mentos legales (constitucionales) para el ejer­
cicio de la intervención; y en el procurar la in­
tervención en campos como el laboral, el agrario 
y el educativo. Esto era lo que como novedad se 
agregaba a los medios de intervención previa­
mente adquiridos por el Estado. Ahora bien, si se 
mira en conjunto la intervención, esta continuaba 
realizándose, principalmente, a través de las obras 

.públicas, con el cambio ya anotado de la insisten­
cia en las carreteras como infraestructura princi­
pal para las articulaciones de mercado (tendencia 
a la rearticulación y expansión del mercado 
nacional con fundamento en la red de carreteras); 
en el manejo de la política monetaria y financiera, 
del crédito, del control de cambios, del arancel 
aduanero, de las relaciones comerciales, de con­
trol de importaciones, etc.; en los asuntos labo­
rales y en la cuestión agraria; finalmente, el Esta­
do generaba efectos para la economía por medio 
de la política fiscal y del gasto público. Lo que 
pone de manifiesto aquella aparente contradic­
ción, no es la denegación de la intervención esta­
tal, sino el hecho de que el Estado no orientaba su 
acción directa y prioritariamente al objetivo in­
dustrializador, "como proyecto nacional" aunque 
de dicha acción se derivaran ciertamente efectos 
estimulantes para el desarrollo industrial. En este 
sentido, la intervención durante la Revolución en 
Maroha, y en general durante la República Libe­
ral, establece una línea de continuidad, con la 
República Conservadora de las primeras décadas 
del siglo, en cuanto a su función general de 
contribuír a crear condiciones para el desarrollo 

capitalista del país; dicho desarrollo, por supuesto, 
es el que radica en el sector privado de la econo­
mía, en función del cual en su conjunto, se plan­
teaba y se ejercía la intervención estatal. Natu­
ralmente que surgen diferencias entre los dos 
períodos, en cuanto a la amplitud, instrumentos e 
intensidad de la intervención, y, desde luego, en 
cuanto al tratamiento de la cuestión social, frente 
a la cual la Revolución en Marcha asumió un 
comportamiento de avanzada. 

NOTAS 

TIRADO, Mejía, Alvaro. Aspectos Po/(ticos del Primer 
Gobierno de Alfonso L6pez Pumarejo 1934-38 ,Procul­
wra S. A. Instituto Colombiano de Cultura. Bogotá, 
1981,p. Xl. 

2 Por supuesto que la intervención de la ideología y del par­
tido político en la visión del pasado es mucho más com­
pleja. Si aquí solamente hemos señalado la tendencia a la 
sobrevaloración y la idealización del pasado, puede 
presentarse, igualmente, la inclinación a la subvalora­
ción, a la crítica negativa del pasado, tal como ha sucedido 
en algunos momentos de rupwra o de cambio revolucio­
nario. En este caso, los agentes del cambio, para legitimar 
y justificar la empresa revolucionaria del presente, elabo­
ran una visión negativa del pasado, así lo hicieron, valga 
el ejemplo, los historiadores liberales de mediados del 
siglo XIX, quienes acompañaron la transfonnación de la 
herencia colonia! con una crítica despiadada del pasado 
colonial (a propósito véase B. Tovar Z.: La Colonia en la 
Historiografía Colombiana. Ed. La Carreta, Bogotá, 
1984). Más recientemente es perceptible también este 
tipo de enfoque en algunos historiadores liberales, quienes 
para relievar los gobiernos de la República liberal, tienden 
a proporcionar ' una visión poco anuente con el período 
anterior conocido como la República Conservadora. 

3. 	 "En síntesis, expresa Gerardo Molina, la etapa que L6pez 
quiso acaudillar fué la de la liquidación de la colonia y la 
del viraje hacia la Revolución Industrial, para lo cual se 
apoyó en la burguesía progresista y en las zonas popula­
res de mayor conciencia". Gerardo Molina. Las Ideas 
liberales en Colombía 1915-1934. Ed. Tercer Mundo, 
Bogotá 1974, Tomo n, p. 280 (del mismo autor véase 
también el Tomo m, p. 23 Y ss.). 

4. 	 Describiendo las refonnas de la Revolución en Marcha, 
Francisco Posada concluye "Estas fueron las primeras 
bases de la revolución democrático-burguesa. El pueblo 
y las organizaciones progresistas respaldaban a! Presidente 
López. Pero sin la aplicación de otras medidas, absolu­
tamente indispensables para llevar adelante dicha revo- . 
lución, esas bases podían que dar sin edificio, como efec­
tivamente quedaron" Francisco Posada: Colombia: Vio­
lencia y Sulxiesa"ollo. Bogotá 1968. p. 98 Refiriéndose 
a! equipo que acompañaba a López el mismo autor ex­
presa que procedía de la joven burguesía industrial, de la 
pequeña burguesía y de la nueva intelecwalidad (lbidem, 
p.98). 
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5. 	 Para algunos autores, las situaciones son un poco dife­
rentes: Se trala antes de los años treinta, de un bloque 
dominante, en e! cual "el sector exportador tiene el pre­
dominio conservando el sector agrarw &lila amplia in · 
fluencia en el Es/ado. Estos dos sectores constituyeron 
una alianza oligárquica. Por su parte, los industriales, 
conformados a la sombra de las divisas producidas por 
las exportaciones solo podían aspirar a una posición de 
subordinación en esta alianza". Rocío Londoño y Fabio 
Velásquez: Proceso econ6mico y jurídico-poUtico de 
CoJcmbia. Ediciones Camilo, Bogotá 1974, p. 118 (lo 
destacado es nuestro). En este planteamiento los autores 
siguen a Daniel PecaUl, quien expresa que durante la fase 
de desarrollo "hacia afuera" el secter exportador ocupa 
una posición dominante, le cual "nO' significa necesaria­
mente que este sector centrole por completo al Estado, 
puestO' que les sectores agraries que producen para el 
mercadO' inteme pueden conservar una amplia influencia 
sobre e! Estade". Daniel Pecaut: PolÍlica y Sifldicalismo 
en Colombia. Ed. La Carreta, Bogotá 1973. p. 24 . 

6. 	 De un modo un poco diferente al expuesto, Jesús A. 
Bejarano, sugiere que con el viraje de los años 30 se abría 
la eportunidad de extender la intervención del Estado de 
la esfera de! comercio exterior hacia la incentivación del 
desarrollo interno. "El regimen político anterior -ex­
presa- como se comprende fácilmente, era incapaz de 
utilizar el Estado .para crear condiciones adecuadas al 
desarrollo industrial, y ello era así tanto por el carácter 
renústice de la estructura agraria como por la vocación 
exportadora de la .economía, que hacía innecesaria toda 
intervención cómo nO' fuera del comercio exterior. Era 
evidente entonces que la oportunidad del viraje políticO' 
se recibiese ante todO' como la oportunidad de inclinar al 
Estado en favor del desarrollo ecenómico. A esta idea 
debieron apuntarse tanto la burguesía manufacturera y 
comercial cemo aquelles propietarios que veían en··el 
trabajoasalaria'de yen la eXPaosióndelinercado interior 
el Camino .para una más acelerada inversión de capitales. 
Iban a darse así -agrega ~ las Condiciones tanto econórni­
cas como polítiéas. para el desarrollo industrial, que la . 
crisis del treinta se encargaría sólo de acelerar, pero no' dé 
producir" . Jesús AntoniO' Rejarano. El Regimen Agrario 
de la Economía exportadora a la economía ¡fldus/ria/. 
Ed. La Carreta. Bogotá 1979, pp. 234-235. 

7. 	 "De todas máneras, selamente con el ascenso de López 
Pumarejo al poder y con él los grupos industriales, se dará 
cabida a una vigorosa política de industrialización". 

Rocío Londoño y Fabio Velásquel., op. ciJ . pp. 134,135. 
8 MEDINA, Medófilo: "Historia del Partido Comunista 

de Colombia" . CEIS, Bogp!á 1980, Tome 1, pp.287 - 288. 
9 MOLINA; GerardQ. Op..cit.Tomem. ¡jp.103-104. Véa~e 

. también Gabrie¡'Po~eda Rames . .. Poltlicas Económicas, . 
Desarrollo /!Idus/rial y Tecnológico en Colombia, /925 
- 1975". Colciencias, Bogotá, 1976. 

\O 	 GAUNDO, Alberto. "La República Libera'" , en El 
LiberalismO' en el Gobierno, sus hombres, sus ideas, su 
ebra, 1930 - 1946. Bogotá. Tomo 1. p.83. 

11 /bUJem. p. 84. 
12 /bUJem. pp. 75 y 83. 
\3 Para Gustavo Humberte Rodríguez, quien preporciona 

una visión poco entusiasta de les añes veinte, el in ­
tervencionismO' de Estado habría comenzadO' un poco 

antes, exactamente con el gobierno de Olaya Herrera: él 
fue -expresa- quien "rompi61as amarras del feudllismo 
colonial que venía imperando a lo largo de nuestra 
evolución republicana. Fue B quien abri6las puenu del . 
sistema capitalista en ColOOlbia. Lo hizo sobre tres bases 
esenciales: introduciendO' el intervenciOllisrno estatal 
como regulador de la economía, el pro&.ecci.ooismo agro­
industrial como elemento Msico del desarrollo material 
y la promoción de las refermu sociales que le garan­
tizaron la seguridad al hombre colombiano "y aarega" 
Olaya fue, puC$ el gestor del intervencionismo estatal en 
Colombia. Olaya fue el iniciador de la seguridad social 
celombiana ... con sus grandes dOles de administrador 
hizo posible la "revolución en marcha" que un régimen 
de partidO' inició en el cuatrieniO' síguiente". Gustavo 
Hwnberte Rodríguez, Olaya Herrera, Política, eaadis&a 
y Caudillo. Banco de la República, Bogoú 1981, pp. 219, 
220 y 223. 

14 	 Véase Jesús AntoniO' Bejarano. Op, cit. p. 70 Yss. 
15 	 Véase William Paul McGreevey, "Historitl Eco1lÓmicQ 

de Colombia /845-/930" . Ed. Tercer Mundo, Bogoú 
1975, pp. 251 y ss. 

16 Quien mejor formuló la crítica al régimen fiaca! fue 
Esteban J aramillo, en su libro La Reforma Tributaria en 
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